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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el 
Juez Rodríguez Casillas y la Jueza Cortés González1. 
 
Cortés González, Jueza Ponente 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

 Comparece ante nos la Sra. Isolina López, el Sr. Ángel 

Luis Ortiz y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por 

ambos (en adelante, la parte apelante) y solicita la revocación 

de la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de  San Juan (en adelante TPI) en el caso Civil Núm.      

K CD2014-1183.  Mediante la Sentencia emitida el 26 de 

mayo de 2015 y notificada el 1 de junio de 2015, el TPI 

declaró con lugar la solicitud de sentencia sumaria 

interpuesta por Airborne Security Services, Inc. (en adelante, 

la parte apelada o Airborne).  En consecuencia, desestimó la 

Demanda de epígrafe. 
                                                 
1
 Mediante la Orden Administrativa TA-2015-227 la Jueza Cortés González fue 

asignada  en sustitución del Hon. Carlos I. Candelaria Rosa. 
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I. 

 El 27 de mayo de 2014 la Sra. Isolina López instó una 

demanda sobre cobro de dinero, por sí y en representación del 

Sr. Ángel Luis Ortiz Ortiz y de la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos.  Según surge de la 

demanda la Sra. Isolina López compareció en representación 

de su esposo Ángel Luis Ortiz Ortiz, mediante Poder Especial 

otorgado el 23 de enero de 2012 y protocolizado el 28 de mayo 

de 2013.  Alegó que la parte apelada suscribió un pagaré por 

la suma de $800,000.00 por concepto de una línea de crédito 

a favor de la “parte demandante”, otorgado el 16 de julio de 

2007.  Expuso, además, que el demandante “es tenedor de 

buena fe del Pagaré, habiéndolo adquirido por valor recibido y 

por endoso en el curso ordinario de los negocios”.  Al suscribir 

el Pagaré, Airborne, estuvo representada por su Presidente, el 

Sr. Ángel Luis Ortiz Acevedo, hijo del co-demandante, aquí 

parte apelante.  La parte apelante reclamó el pago de los 

$800,000 de principal e intereses, costas y honorarios de 

abogado pactados. 

 Luego de una solicitud de prórroga para comparecer, la 

cual fue concedida por el TPI, el 21 de agosto de 2014, la 

parte apelada solicitó que se dictara sentencia sumaria y 

alegó que la Sra. Isolina López está impedida de comparecer 

en representación de su esposo para reclamar la deuda 

garantizada con el referido pagaré, en vista de que éste fue 

declarado incapaz en virtud de Sentencia del Estado de 

Florida mediante la cual se nombró una tutora para la 
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administración de sus bienes.  En apoyo a su solicitud, 

Airborne acompañó copia de los siguientes documentos: 

(1)  Pagaré suscrito por Airborne a la orden del Sr. Ángel 
Luis Ortiz Ortiz; 
 

(2)  documento titulado “Join Stipulation As to Entry of 
Order On Petition for Appointment Of Plenary Guardian 
Of The Person And Property Of Antonio L. Ortiz And 

Couter-Petition For Appointment Of Plenary Guardian 
Of Isolina Lopez a/k/a Isolina Ortiz” presentado en el 
caso In RE:  Guardianship of Angel Luis Ortiz, Case # 
05-2012-GA-062350-XXXX-XX, en el cual constan 

acuerdos relacionados con el nombramiento de la tutora 
Catherine F. Rowlands, con relación a la administración 

de los bienes del Sr. Angel Luis Ortiz; 
 

(3)  documento titulado “Order on Joint Stipulation As To 
Entry of Order On Petition For Appointment Of Plenary 
Guardian Of The Person And Property Of Antonio L. 
Ortiz And Counter-Petition For Appointment Of Plenary 

Guardian Of Isolina Lopez a/k/a Isolina Ortiz” 
presentado en el caso In RE:  Guardianship of Angel 
Luis Ortiz, Case # 05-2012-GA-062350-XXXX-XX; en el 
cual se aprobaron los referidos acuerdos; 

 

(4)  copia certificada del documento titulado “Order 

Determining Total Incapacity” emitida en el caso In RE:  
Guardianship of Angel Luis Ortiz, Case # 05-2012-GA-
062350-XXXX-XX, declarando legalmente incapaz al Sr. 
Angel Luis Ortiz; 

 
(5)  copia certificada del documento titulado “Order 

Appointing Plenary Guardian of Property”, emitida en el 
caso In RE:  Guardianship of Angel Luis Ortiz, Case # 
05-2012-GA-062350-XXXX-XX, designando a la Sra. 
Catherine F. Rowlands como tutora para fines de la 
administración de los bienes de Angel Luis Ortiz; 

 

(6)  copia certificada del documento titulado “Order 
Appointing Plenary Guardian of Person”, emitida en el 
caso In RE:  Guardianship of Angel Luis Ortiz, Case # 
05-2012-GA-062350-XXXX-XX, designando a la 
demandante como tutora para fines del cuidado de la 
persona del incapaz Angel Luis Ortiz; 

 
(7)  copia certificada del documento titulado “Letters of 

Plenary Guardianship Of The Property” expedidas a 
favor de la Sra. Catherine F. Rowlands, en el caso In RE: 
Guardianship of Angel Luis Ortiz, Case # 05-2012-GA-
062350-XXXX-XX. 

 

(8)  Copia certificada del documento titulado “Letters of 
Plenary Guardianship Of The Person” expedidas a favor 
de la Sra. Isolina Lopez a/k/a Isolina Ortiz, en el caso In 
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RE: Guardianship of Angel Luis Ortiz, Case # 05-2012-

GA-062350-XXXX-XX, y 
 

(9)  Declaración Jurada suscrita por el Sr. Ángel Luis Ortiz 

Acevedo, acreditando que su hermano Antonio Luis 
Ortiz Acevedo instó la acción legal In RE: Guardianship 
of Angel Luis Ortiz, Case # 05-2012-GA-062350-XXXX-
XX, en la cual solicitó el nombramiento de un tutor para 
la administración de los bienes de su padre Angel Luis 
Ortiz, y que en el mismo se nombró tutora de sus bienes 

a la Sra. Catherine F. Rowlands. 
 

La parte apelante presentó su Oposición a la sentencia 

sumaria en la que, en síntesis, alegó que la Sra. Isolina López 

tiene legitimación activa para incoar la demanda de cobro de 

dinero por el préstamo de $800,000.00 que hiciera su esposo 

a la Compañía de su hijo, Angel Luis Ortiz Acevedo, con 

dinero que se presume ganancial y que la Sra. Isolina López 

solicita remedio para reclamar un crédito perteneciente a la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ésta y su 

esposo.   

Posteriormente, la parte apelada presentó una Réplica a 

la Oposición a sentencia sumaria y una Moción en la que 

solicitó que se pospusiera la determinación sobre la solicitud 

de sentencia sumaria hasta tanto se diera entera fe y crédito 

a los decretos judiciales de Florida o que se tomara 

conocimiento judicial de los mismos a tenor con la Regla 201 

(B) y (C) de Evidencia.  La parte apelada replicó a esta última 

moción. 

El 26 de mayo de 2015 el TPI acogió la solicitud de 

sentencia sumaria presentada por la parte apelada y emitió 

Sentencia en la que determinó que la Sra. Isolina López 

carece de facultad para administrar y disponer de los bienes 

pertenecientes a su esposo incapacitado por decreto judicial y 
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que también dicha facultad le fue concedida a la tutora 

Catherine F. Rowlands.  Por tanto, desestimó la demanda. 

 Inconforme, la parte apelante comparece ante nos y 

alega que el foro primario cometió los siguientes errores: 

ERRÓ EL TPI AL RESOLVER LA RECLAMACIÓN 
DE COBRO DE DINERO MEDIANTE EL REMEDIO 
EXTRAORDINARIO DE SENTENCIA SUMARIA, 
HABIENDO HECHOS MATERIALES EN 
CONTROVERSIA Y SIN TOMAR COMO CIERTOS 
LOS HECHOS BIEN ALEGADOS EN LA 

DEMANDA. 
 
ERRÓ EL TPI AL UTILIZAR HECHOS 
CONTENIDOS EN UNA SENTENCIA EXTRANJERA 
QUE NO HA SIDO VALIDADA MEDIANTE EL 
PROCEDIMIENTO EXECUATUR EN NUESTRA 

JURISDICCIÓN Y DETERMINAR QUE LA 
DEMANDANTE ESTÁ IMPEDIDA DE 
ADMINISTRAR Y DISPONER DE LOS BIENES 
PERTENECIENTES A SU ESPOSO, A ELLA Y/O A 
LA SOCIEDAD LEGAL DE GANANCIALES Y POR 
ENDE NO TIENE LEGITIMACIÓN ACTIVA PARA 

INSTAR LA DEMANDA DE AUTOS. 
 
 Luego de examinados los alegatos de las partes, 

procedemos a resolver. 

II. 

A. 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal que 

provee nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, 

rápida y económica de controversias en las cuales resulta 

innecesario celebrar un juicio plenario. Meléndez González v. 

M. Cuebas, Inc. y Bohío International Corporation, 2015 TSPR 

70, 193 DPR ___ (2015); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

189 DPR 414 (2013); Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 

DPR 113 (2012); Mejías et al. V. Carrasquillo et al., 185 DPR 

288 (2012). Dicho mecanismo está regulado por la Regla 36 

de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 L.P.R.A. Ap., V. R. 
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36.  Esta Regla dispone que la solicitud de sentencia sumaria 

puede ser presentada por cualquiera de las partes que solicite 

un remedio por medio de una moción fundada en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia que demuestre 

la inexistencia de una controversia sustancial de hechos 

esenciales y pertinentes.  

Se dictará sentencia sumaria si las alegaciones, 

deposiciones, contestaciones a interrogatorios y admisiones 

ofrecidas, junto a cualquier declaración jurada que se 

presente, si alguna, demuestran que no hay controversia real 

y sustancial sobre algún hecho esencial y pertinente y que, 

como cuestión de Derecho, procede hacerlo.  Regla 36.3 (e) de 

Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V; SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, supra. Es decir, únicamente procede en 

aquellos casos en los que no existen controversias reales y 

sustanciales en cuanto los hechos materiales, por lo que lo 

único que queda por parte del poder judicial es aplicar el 

Derecho.  Oriental Bank & Trust v. Perapi S.E, 2014 TSPR 

133, 192 DPR ___ (2014); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

supra; Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820 (2010). 

Sobre el particular precisa señalar que un hecho material es 

aquel que puede afectar el resultado de la reclamación al 

amparo del Derecho sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200 (2010); Abrams Rivera v. E.L.A., 178 

DPR 914 (2010).  La calidad del “hecho material” debe ser 

suficiente como para que sea necesario que un juez o jueza la 

dirima a través de un juicio plenario. Ramos Pérez v. 
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Univisión, 178 DPR 200 (2010).  Es decir, luego de aquilatar 

prueba testifical y de dirimir cuestiones de credibilidad. 

Por su parte, la controversia en cuanto al hecho 

material tiene que ser real, por lo que la existencia de 

cualquier duda es insuficiente para derrotar una solicitud de 

sentencia sumaria.  Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y 

Bohío International Corporation, supra; Ramos Pérez v. 

Univisión, supra. De ahí que una controversia de hechos 

derrotará una moción de sentencia sumaria si provoca en el 

juzgador una duda real y sustancial sobre un hecho relevante 

y pertinente. Pepsi-Cola v. Mun. Cidra, et al., 186 DPR 713 

(2012). Consecuentemente, si el tribunal no tiene certeza 

respecto a todos los hechos pertinentes a la controversia, no 

debe dictar sentencia sumaria. Cruz Marcano v. Sánchez 

Tarazona, 172 DPR 526 (2007).  

Es norma firmemente establecida que toda duda sobre 

la existencia de una controversia de hechos bona fide debe 

ser resuelta contra la parte que solicita la sentencia sumaria. 

SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Córdova Dexter v. 

Sucesión Ferraiuoli, 182 DPR 541 (2011).  Por lo tanto, al 

determinar si existen controversias de hechos que impiden 

dictar sentencia sumaria, el juzgador debe analizar los 

documentos que acompañan la solicitud de sentencia 

sumaria y los documentos incluidos con la Moción en 

Oposición, así como los que obren en el expediente.  Dicho 

examen debe ser guiado por el principio de liberalidad a favor 

de la parte que se opone a que se dicte sentencia sumaria. 

Ramos Pérez v. Univisión, supra. 
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La Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, regula de 

manera específica los requisitos de forma que debe cumplir la 

parte promovente de la Moción de Sentencia Sumaria, así 

como los requisitos aplicables a la parte que se opone. La 

parte promovente tiene la obligación de desglosar los hechos 

relevantes sobre los cuales aduce que no hay controversia en 

párrafos debidamente enumerados y, para cada uno de ellos, 

especificar la página o párrafo de la declaración jurada u otra 

prueba admisible en evidencia que lo apoya.  Regla 36.3(a)(4) 

de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3(a)(4); SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra. Asimismo, la 

contestación u oposición a la moción de sentencia sumaria 

deberá ceñirse a ciertas exigencias sobre este aspecto. La 

parte promovida deberá citar específicamente los párrafos 

según enumerados por el promovente que entiende están en 

controversia y, para cada uno de los que pretende 

controvertir, detallar la evidencia admisible que sostiene su 

impugnación, citando la página o sección pertinente. Regla 

36.3(b)(2) de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 

36.3(b)(2); Id.   

Es de notar pues, que según nuestro ordenamiento 

procesal civil, se les exige tanto al promovente como al 

opositor de una Moción de Sentencia Sumaria que cumplan 

con unos requisitos de forma específicos para que puedan ser 

consideradas sus respectivas solicitudes. El incumplimiento 

con estos requisitos tiene repercusiones distintas para cada 

parte.  De un lado, si el promovente de la moción incumple 

con los requisitos de forma, el foro judicial no está obligado a 
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considerar su pedido.  De igual forma, si la parte opositora no 

cumple con los mencionados requisitos, entonces se podrá 

dictar sentencia sumaria a favor de la parte promovente, si 

ésta procede en Derecho. Meléndez González v. M. Cuebas, 

Inc. y Bohío International Corporation, supra; SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, supra. 

Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que, aunque 

en el pasado se ha referido a la sentencia sumaria como un 

mecanismo procesal “extraordinario”, ello no significa que su 

uso esté excluido en algún tipo de pleito. En ese sentido no 

queda impedida la utilización del mecanismo de sentencia 

sumaria en reclamaciones que requieren la consideración de 

elementos subjetivos o de intención, cuando de los 

documentos a ser evaluados en la solicitud de sentencia 

sumaria surge que no existe controversia en cuanto a hechos 

materiales. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 219.   

En Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y Bohío 

International Corporation, supra, nuestro Tribunal Supremo 

estableció como guía el estándar específico que debe utilizar 

este Tribunal de Apelaciones al momento de revisar 

denegatorias o concesiones de Mociones de Sentencia 

Sumaria a la luz de la jurisprudencia revisada y las Reglas de 

Procedimiento Civil aprobadas en 2009.  Primero, el Tribunal 

Supremo reafirmó lo que estableció en Vera v. Dr. Bravo, 161 

DPR 308 (2004), en cuanto a que el Tribunal de Apelaciones 

se encuentra en la misma posición del TPI al momento de 

revisar solicitudes de sentencia sumaria.  En ese sentido, este 

Tribunal está regido por la Regla 36 de Procedimiento Civil, 
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supra, y por consiguiente, le aplican los mismos criterios que 

la jurisprudencia y la Regla 36, supra, le exigen al foro 

primario.  En lo pertinente al caso de autos, expresó que: 

Obviamente, el foro apelativo intermedio estará 
limitado en el sentido de que no puede tomar en 

consideración evidencia que las partes no 

presentaron ante el Tribunal de Primera 

Instancia y no puede adjudicar los hechos 
materiales en controversia, ya que ello le compete 
al foro primario luego de celebrado un juicio en su 
fondo. La revisión del Tribunal de Apelaciones es 

una de novo y debe examinar el expediente de la 
manera más favorable a favor de la parte que se 
opuso a la Moción de Sentencia. (Énfasis nuestro). 
 
Segundo, por estar este foro apelativo en la misma 

posición que el primario, tenemos la obligación de revisar que 

tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su Oposición 

cumplan con los requisitos de forma codificados en la Regla 

36 de Procedimiento Civil, supra, según fueron pautados en 

SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra.  

Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia dictada 

sumariamente, este tribunal tiene que examinar si en 

realidad existen hechos materiales en controversia. De 

haberlos, estamos compelidos a cumplir con la exigencia de la 

Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V R. 36.4, 

por lo que tenemos la ineludible obligación de exponer 

concretamente los hechos materiales que encontramos están 

en controversia y, de haberlos, cuáles resultan ser 

incontrovertidos.  Esta determinación procede ser hecha en la 

Sentencia que disponga del caso. También estamos 

facultados para hacer referencia al listado enumerado de 

hechos incontrovertidos que determinó el TPI. 
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Cuarto, y por último, de encontrar este Tribunal de 

Apelaciones que los hechos materiales realmente resultan ser 

incontrovertidos, procede entonces revisar de novo si el TPI 

aplicó correctamente el Derecho. 

B. 

La Regla 55.1 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V,    

R. 55.1, dispone que “se llama exequátur  al procedimiento de 

convalidación y reconocimiento judicial de una sentencia de 

otra jurisdicción por los tribunales del foro donde se pretende 

hacer efectiva.  Su trámite puede ser ex parte u ordinario.” 

Toro Avilés vs. P.R. Telephone Co., 177 DPR 369 (2009); 

Mench Fleck v. Mangual González, 161 DPR 851 (2004).  El 

propósito fundamental de la acción de exequátur es garantizar 

el debido proceso de ley a las partes afectadas por una 

sentencia extranjera y concederles una oportunidad 

razonable para presentar sus defensas y ser escuchadas. 

Rodríguez Contreras v. ELA, 183 D.P.R. 505, 517 (2011).  Por 

tal razón, las Reglas de Procedimiento Civil proveen dos 

formas para instar una acción de esta naturaleza:  (1) La 

parte promovente presentará ante la sala correspondiente del 

foro primario una demanda en contra de todas las otras 

personas afectadas por la sentencia de otra jurisdicción cuya 

convalidación y reconocimiento se solicita; o (2) una solicitud 

ex parte suscrita bajo juramento por todas las personas 

afectadas por la sentencia de otra jurisdicción cuya 

convalidación y reconocimiento se solicita.  Regla 55.2 de la 

de Procedimiento Civil, supra. La precitada Regla también 

añade que en los casos en que pueda afectarse los intereses 
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de menores o personas incapacitadas, deberá incluirse en la 

demanda o solicitud ex parte a la madre y padre con patria 

potestad o al tutor del menor o persona incapacitada. Id.   

Estas Reglas aplican a toda sentencia dictada por un 

tribunal fuera de la jurisdicción del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico y se extiende a sentencias extranjeras dictadas 

tanto por los tribunales estatales de los Estados Unidos, 

como por los tribunales de países extranjeros. Dado que la 

cláusula de entera fe y crédito de la Constitución de los 

Estados Unidos no opera ex propio vigore, las sentencias 

dictadas por tribunales estatales no son asuntos ejecutables y 

deben ser convalidadas por un tribunal en Puerto Rico. J. 

Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da ed., 

Estados Unidos, Ed. Publicaciones JTS, 2011, T. V, pág. 

1564-1565; Sosa v. Registradora de la Propiedad, 145 DPR 

859 (1998).  

Por su parte, la Regla 55.5, supra, adopta la distinción 

en procedimientos cuando se pretende convalidar y reconocer 

una sentencia de una jurisdicción extranjera vis a vis una 

proveniente de algún estado de los Estados Unidos. Expresa 

la Regla 55.5, supra, en su parte pertinente, lo siguiente:  

El tribunal, luego de resolver los planteamientos 

de índole procesal que sean pertinentes, 
determinará si la sentencia de otra jurisdicción 
cumple con las normas siguientes:   
 
(a) Si se trata de una sentencia de un estado de 

Estados Unidos de América o sus territorios:    

 
(1) Que se haya dictado por un tribunal con 

jurisdicción sobre la persona y el asunto que 
sea objeto de la misma;   

 
(2) que el tribunal que la emitió haya observado 

el debido proceso de ley, y   
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(3) que no haya sido obtenida mediante fraude. 

  
Si se trata de una sentencia de un estado de los Estados 

Unidos, como lo es en el caso de autos, se ha reconocido que 

el procedimiento de exequátur  es relativamente más sencillo, 

contrario a los casos de sentencias de otros países. Toro 

Avilés vs. P.R. Telephone Co., supra.  El reconocimiento en 

Puerto Rico de las sentencias de algún estado de los Estados 

Unidos está sujeto simplemente a las limitaciones de entera fe 

y crédito consagrada en la sección primera del Artículo IV de 

la Constitución Federal. En tales casos, los tribunales en 

Puerto Rico solo tienen que darle entera fe y crédito a dichas 

sentencias estatales, siempre y cuando éstas hayan sido 

dictadas por un tribunal con jurisdicción sobre la persona y 

la materia, mediante el debido proceso de ley y no hayan sido 

obtenidas por fraude. (Énfasis nuestro). Toro Avilés vs. P.R. 

Telephone Co., supra.  

Como el procedimiento de exequátur  es uno limitado no 

hay cabida para que las partes re-litiguen la controversia que 

fue adjudicada por el tribunal extranjero. Ex parte Márquez 

Estrella, 128 DPR 243 (1991). Además, es norma reiterada 

que el foro que atiende una solicitud de exequátur  no puede 

entrar a considerar los méritos de dicha sentencia. Mench v. 

Mangual, supra.  Solo se admitirá prueba de aquella parte de 

los méritos, si alguna, que sea necesaria para esclarecer la 

aplicación de las normas antes esbozadas, respecto a la 

procedencia o no del exequátur . Rodríguez Contreras v. 

E.L.A., 183 DPR 505 (2011); Ex parte Márquez Estrella, supra. 
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C. 

La sociedad de gananciales es una entidad separada y 

distinta de los cónyuges que la componen y tiene 

personalidad jurídica propia.  Vega Ortiz v. Bonilla Vázquez, 

153 DPR 588 (2001); Reyes v. Cantera Ramos, Inc., 139 

D.P.R. 925, 928 (1996).  La renuncia a esta sociedad no 

puede hacerse durante el matrimonio sino en el caso de 

separación judicial.  Art. 1297 del Código Civil, 31 L.P.R.A. § 

3623.  Mediante la sociedad de gananciales, el marido y la 

mujer harán suyos por mitad las ganancias o beneficios 

obtenidos durante el matrimonio, indistintamente por cuál de 

los cónyuges se haya aportado.   Art. 1295 del Código Civil, 

31 L.P.R.A. § 3621.  Bajo el régimen ganancial, la actividad 

económica que genere cada uno de los esposos se hace para 

beneficio de la sociedad legal de gananciales y no para 

beneficio individual.   Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, 177 DPR 

967 (2010).   

En la sociedad legal de gananciales los cónyuges son 

codueños y coadministradores de la totalidad de un 

patrimonio (el ganancial) sin distinción de cuotas o especial 

atribución. Pagán Rodríguez v. Hon. Miranda Fernández 

Registradora de la Propiedad en Bayamón, 177 D.P.R. 522, 

529, 530, 531 (2009).  

Pertenecen a la sociedad ganancial todos aquellos 

beneficios y ganancias  obtenidas durante la vigencia del 

matrimonio, a título oneroso, provenientes del trabajo o 

industria de los cónyuges y del producto de sus bienes 

propios.  De igual forma, son gananciales las expensas útiles 
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hechas en los bienes privativos de cualquiera de los cónyuges 

mediante anticipaciones de la sociedad o por la industria del 

marido o de la mujer. Muñiz Noriega v. Muñiz Bonet, supra, 

pág. 979.  

El Art. 1313 del Código Civil, 31 L.P.R.A. § 3672,  

establece que ninguno de los cónyuges podrá donar, 

enajenar, ni obligar a título oneroso, los bienes muebles e 

inmuebles de la sociedad de gananciales sin el 

consentimiento escrito del otro cónyuge, excepto las cosas 

destinadas al uso de la familia o personales de acuerdo con la 

posición social o económica de ambos cónyuges.  También, 

dispone que todo acto de disposición o administración que 

sobre dichos bienes haga cualquiera de los cónyuges en 

contravención a estas disposiciones legales, no perjudicarán 

al otro cónyuge ni a sus herederos.  Más aún, se provee que el 

cónyuge que se dedicare al comercio, industria o profesión 

podrá adquirir o disponer de los bienes muebles dedicados a 

esos fines, por justa causa, sin el consentimiento del otro 

cónyuge. No obstante, será responsable por los daños y 

perjuicios que pudiere ocasionar por dichos actos a la 

sociedad legal de gananciales.  Una reclamación a esos fines, 

sin embargo, sólo podrá ejercitarse en el momento de la 

disolución de la sociedad legal de gananciales.   

Conforme expresamente dispone el Art. 93 del Código 

Civil, 31 L.P.R.A. § 286, respecto al principio de la 

coadministración y la protección de ambos integrantes de la 

sociedad, “[c]ualquiera de los cónyuges podrá representar 

legalmente a la sociedad conyugal.” 
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D. 

De otra parte, atado al axioma jurídico de que el mero 

consentimiento obliga, en nuestra jurisdicción está arraigado 

el principio de la autonomía contractual mediante el cual las 

partes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones 

que tengan por convenientes, siempre que no sean contrarios 

a las leyes, la moral y el orden público.  Artículo 1207 del 

Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3372.  Álvarez v. Rivera, 165 

D.P.R. 1, 17 (2005); Jarra Corp. v. Axxis Corp., 155 D.P.R. 

764, 772 (2001); S.L.G. Irizarry v. S.L.G. García, 155 D.P.R. 

713, 725 (2001); De Jesús González v. A.C., 148 D.P.R. 255, 

263 (1999).   Es por tal razón que, independientemente del 

tipo de contrato de que se trate y de la importancia que este 

merezca para las partes contratantes, es nulo, y por lo tanto, 

inexistente un contrato que resulte contrario a las leyes, a la 

moral o al orden público.  De Jesús González v. A.C., supra, a 

la pág. 264. 

III. 

 Dado que este foro apelativo se encuentra en la misma 

posición que el primario, tenemos la obligación de revisar que 

tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su Oposición 

cumplan con los requisitos de forma codificados en la Regla 

36 de Procedimiento Civil.  Meléndez González v. M. Cuebas, 

Inc. y Bohío International Corporation, supra.  Por tanto, luego 

de analizar la solicitud de sentencia sumaria así como la 

Oposición a la misma, presentadas en el caso que nos ocupa, 

concluimos que la parte apelada cumplió con los requisitos 

establecidos en la Regla 36 de Procedimiento Civil.  No 



 
KLAN201501002 

    

 

17 

obstante, la parte promovida, aquí apelante, no citó 

específicamente los párrafos según enumerados por el 

promovente, aquí apelado, que entendía estaban en 

controversia.  Tampoco detalló la evidencia admisible que 

sostuviera la impugnación de aquellos hechos que pretendía 

controvertir, citando la página o sección pertinente.   

Si el juzgador o juzgadora determina que existen 

controversias de hechos que impiden dictar sentencia 

sumaria, debe analizar los documentos que acompañan la 

solicitud de sentencia sumaria y los documentos incluidos 

con la Moción en Oposición, así como los que obren en el 

expediente.  Así también nuestro ordenamiento jurídico 

establece que si la parte opositora no cumple con los 

mencionados requisitos, entonces se podrá dictar sentencia 

sumaria a favor de la parte promovente, si ésta procede en 

Derecho.   

Cabe destacar que siete de los nueve documentos 

complementarios sometidos por la parte apelada con la 

solicitud de sentencia sumaria y detallados anteriormente, 

son órdenes y decretos emitidos por la Corte de Circuito del 

Condado de Brevard en el Estado de la Florida en los casos 

05-2012-GA-062350-XXXX-XX y 05-2012-MH-662347-XXXX-

XX.  Precisa señalar, además, que luego de que la parte 

apelada presentó la moción de sentencia sumaria, solicitó al 

TPI la posposición de la determinación sobre la solicitud de 

sentencia sumaria hasta tanto se le diera entera fe y crédito a 

los decretos judiciales de Florida.  En dicho escrito informó 

que el caso K EQ2014-0044 sobre Exequátur  estaba 
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pendiente ante el Hon. Miguel P. Cancio Bigas.  Solicitó 

también que el foro primario tomara conocimiento judicial de 

los documentos sometidos con la solicitud de sentencia 

sumaria, en virtud de la Regla 201 de Evidencia. 

 Nuestro Tribunal Supremo ha reiterado que las 

sentencias provenientes de los tribunales de los estados de la 

unión norteamericana no operan en forma directa, por lo que 

se requiere el reconocimiento de los tribunales locales antes 

de que puedan ser ejecutadas o en alguna otra forma hacerse 

efectivas en nuestra jurisdicción.  Rodríguez Contreras v. ELA, 

supra.  Es decir, no por ello están exentas del trámite de 

exequátur .  También se ha aclarado que deben cumplirse con 

los requisitos formales y procesales, especialmente la 

existencia de jurisdicción internacional del juez sentenciador, 

el control de las garantías de defensa en juicio y la posible 

obtención del fallo mediante fraude.    

 El foro de instancia en su sentencia sumaria enumeró 

quince “Hechos Materiales que no Están en Controversia”.    

Los incisos 5 al 14 hacen referencia a las órdenes judiciales 

emitidas el 20 de febrero de 2014, por la Corte de Circuito del 

Condado de Brevard en el Estado de Florida, en los casos 05-

2012-GA-062350-XXXX-XX y 05-2012-MH-662347-XXXX-XX; 

en particular al documento titulado “Join Stipulation As To 

Entry of Order On Petition or Appointment Of Plenary 

Guardian of the Person and Property of Antonio L. Ortiz and 

Couter-Petition for Appointment of Plenary Guardian of Angel 

Luis Ortiz Ortiz a/k/a Isolina Ortiz”.  A la fecha en que el TPI 

emitió su sentencia no se había culminado el trámite de 
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exequátur  de dichas órdenes o decretos emitidos en el Estado 

de Florida. 

Transcurridos dos meses y seis días del dictamen del 

foro primario en este caso, la Hon. Iris L. Cancio González, 

emitió Sentencia el 20 de julio de 2015 en el caso K ET2015-

0006 sobre Exequátur.  Mediante la misma se otorgó entera fe 

y crédito a los decretos y órdenes judiciales emitidas por la 

Corte de Circuito del Condado de Brevard en el Estado de 

Florida, en los casos 05-2012-GA-062350-XXXX-XX y 05-

2012-MH-662347-XXXX-XX.2   No obstante, este foro sólo 

puede considerar los documentos que fueron presentados 

ante el foro de primera instancia al momento de revisar la 

solicitud de sentencia sumaria.   

En virtud de lo anterior, concluimos que el TPI erró en el 

ejercicio de su discreción al considerar documentos que no 

habían sido objeto del proceso judicial de exequátur, por lo 

cual emitió un análisis prematuro de los documentos 

suplementarios a la solicitud de sentencia sumaria.  Ante ello, 

las determinaciones de hechos contenidas y formuladas en los 

acápites 5 a la 14 de la Sentencia emitida por el TPI son 

hechos que el TPI no estaba en condiciones de determinar en 

el momento en que dictó sentencia.     

De igual forma, erró el foro de instancia al concluir 

prematuramente en su sentencia que la Sra. Isolina López  

“carece de facultad para administrar y disponer de bienes 

pertenecientes a su esposo incapacitado por decreto judicial”.  

                                                 
2 La parte apelada presentó, el 28 de octubre de 2015, una MOCIÓN 

INFORMATIVA Y PARA QUE SE TOME CONOCIMIENTO JUDICIAL DE 
SENTENCIA FINAL Y FIRME, con la que acompañó copia certificada de la 

Sentencia emitida en el caso K ET2015-0006, sobre Exequátur. 
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Tal conclusión estuvo exclusivamente basada en un 

documento que no había sido reconocido mediante el 

procedimiento de exequátur y llegó a ésta sin considerar el 

alcance de los acuerdos contenidos en los documentos sujetos 

a la otorgación de entera fe y crédito, así como el interés que 

pueda tener la Sra. Isolina López como componente de la 

Sociedad Legal de Gananciales apelante sobre la acreencia 

objeto del pleito.  Es decir, los derechos que pueda tener la 

sociedad legal de gananciales sobre la deuda relacionada a un 

pagaré suscrito bajo las leyes del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico y la capacidad de la apelante como 

coadministradora de dicha sociedad.   Sabido es que, en 

nuestra jurisdicción, la sociedad de gananciales es un ente 

con personalidad jurídica separada que puede ser 

representada por cualquiera de los cónyuges que la 

componen. 

Al colocarse este foro apelativo en la misma posición que 

lo estuvo el TPI al 26 de mayo de 2015, fecha en que dicho 

tribunal primario dictó sentencia, concluimos que no procedía 

en Derecho dictar sentencia sumaria. 

IV. 

Por los fundamentos antes expresados, revocamos la 

sentencia sumaria emitida por el foro de instancia.  En 

consecuencia, se devuelve el caso para la continuación de los 

procedimientos de conformidad con los pronunciamientos 

hechos en la presente Sentencia. 
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Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


